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“Un día como hoy,

hace 34 años volví a la
vida, tuve un vuelo de la
muerte durante la dicta-
dura militar argentina
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Unidos. Gracias a Dios
sobreviví y tuve que salir
del laberinto por arriba
de la desesperación y
descubrir en las estrellas
el camino para poder
decir como el profeta: ‘la
hora más oscura es
cuando comienza el
amanecer’”.
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realizado entre 2004 y 2005 (con datos referidos al año 2003), brinda elementos de
juicio suficientes como para encarar un análisis estructural de la industria argenti-
na. En ese marco, de cotejar tal información con la de los relevamientos censales
de 1973, 1984 y 1993 se puede acceder a una visión panorámica de los principales
cambios registrados en el sector fabril local en el transcurso de las tres últimas
décadas.

Se trata de un horizonte temporal interesante dada su contemporaneidad con
cambios sustantivos en el entorno macroeconómico en el que se inscribe el desen-
volvimiento industrial y, con ello, en el interior de la propia actividad manufactu-
rera. El quiebre del proceso sustitutivo, que hasta mediados del decenio de 1970 y
al cabo de más de cuatro décadas había tenido al sector fabril como eje ordenador
y dinamizador de la economía en su conjunto, devino en una prolongada fase de
hegemonía de la valorización financiera y el ajuste estructural, como régimen eco-
nómico dominante en el que la industria asistió a una profunda y muy heterogénea
reestructuración tecnoproductiva, organizativa y en las formas de articulación del
tejido fabril. En otras palabras, a un complejo y generalizado redimensionamiento
de la actividad inscripto en un intenso proceso de desindustrialización y reestruc-
turación regresiva sectorial. A partir del abandono de la convertibilidad se ingresó
en una etapa diferente, sin que por ello pueda afirmarse que se está en presencia
de un nuevo modelo de acumulación. En ese marco, es indudable que 2003 toda-
vía expresa los coletazos de la aguda crisis socioeconómica con la que la Argentina
ingresó al siglo XXI y los legados críticos del período 1976-2001, antes que ser un
año plenamente representativo de la nueva fase, aunque sí el primero de una
importante reactivación económica e industrial.
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Las entidades que representan la cúpula empresaria han retomado con fuerza, en
el marco del inicio de las negociaciones paritarias, el argumento de que los incre-
mentos salariales solo pueden convalidarse si los mismos se ajustan a la evolución
de la productividad de la economía. En este contexto, el presente trabajo pretende
analizar la lógica detrás de esta postura, así como los efectos que la misma tendría
en términos de distribución de la riqueza generada. La principal conclusión del tra-
bajo sostiene que una de las principales victorias que obtuvo la elite económica
durante los últimos años fue instalar ciertas premisas como verdades absolutas
cuando en realidad ocultan debates y discusiones que deben ser recuperados si se
pretende transformar la matriz distributiva actual.
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Un análisis del proceso reciente Un análisis del proceso reciente 
de “argentinización”de “argentinización”
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Durante los años ’90 tuvo lugar un amplio proceso de extranjerización de la pro-
piedad de las grandes empresas argentinas. Su epicentro fue el programa de priva-
tización de compañías estatales de servicios públicos, industriales y de insumos
básicos. A partir de la caída de la Convertibilidad y de la recuperación de la activi-
dad económica posterior, la extranjerización del gran capital prosiguió pero de un
modo más selectivo. En el sector servicios se observó, incluso, una cierta retrac-
ción de la presencia del capital extranjero que fue bautizada como “argentiniza-
ción”. Este trabajo se propone analizar la naturaleza de dicho fenómeno, el origen
de sus impulsos básicos, sus limitaciones y el papel facilitador desempeñado por el
gobierno.
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La interpretación del espacio sociopolítico en torno de los conceptos democracia y desa-

rrollo que este trabajo realiza, es un ejercicio derivado de las acciones que se emprendieron
para la implementación de políticas públicas con base sobre los esquemas planteados por
las teorías de la modernización, cepalina y de la dependencia, las cuales fueron desbancadas
por las prescripciones neoliberales y la globalización. El objetivo es analizar la teoría y la
práctica del binomio desarrollo-democracia en América latina, para reconstruir dialéctica-
mente las condiciones materiales concretas en que se ha desenvuelto el plano explicativo de
este fenómeno en la región, apuntando críticamente las limitaciones analíticas a las que se
ha enfrentado.

La problemática vinculada con la regulación minera y el establecimiento de pará-
metros básicos para el desempeño de este sector extractivo esencial para un plan
de desarrollo económico y social de largo plazo, constituye uno de los puntos de
debate más críticos de la actual etapa. Este nuevo escenario de interpelación polí-
tica, social e institucional deviene de una predisposición renovada de distintos
actores de la arena pública argentina de encarar la compleja tarea de fijar, de mane-
ra democrática, un perfil productivo con eje en el tratamiento de recursos natura-
les básicos no renovables, la protección del medio ambiente, la preservación de
derechos de las comunidades circundantes a los emprendimientos o afectadas
directa o indirectamente por ellos, y un rumbo productivo para el país. Realidad
Económica ha acompañado y reflejado tales debates en sus páginas. El trabajo que
aquí se presenta analiza las posiciones de las principales fuerzas políticas y los dis-
cursos de sus integrantes acerca del proyecto de inversiones mineras aprobado
durante la década de los años ‘90 en la Argentina. El objetivo declarado por sus
autores consiste en “brindar a grandes rasgos un panorama situacional y así enri-
quecer el análisis concreto del debate legislativo, ubicando a éste en un proceso
más amplio del que es sólo una pieza del gran rompecabezas”.
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Este trabajo intenta identificar qué aspectos del complejo sojero se
corresponden con el concepto tradicional de “economía de enclave”. Parte
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tos de la adopción del llamado “paquete sojero” (semilla genéticamente
modificada -SGM-, siembra directa y uso del glifosato), la conformación e
importancia de las empresas proveedoras de esos insumos agrícolas y su
relación con el proceso de agriculturización y sojización. Aborda, también,
la influencia que tuvieron los cambios en el mercado mundial y el papel de
las grandes empresas transnacionales aceiteras y comercializadoras de gra-
nos como factores inductores de la sojización de la agricultura nacional.
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del Desarrollo en UNSAM. Laura Álvarez es doctorando en Ciencias Sociales de la
UBA y maestrando en Sociología Económica en UNSAM; es becaria del Conicet e
investiga sobre las políticas públicas de promoción de inversiones extranjeras en el
sector minero argentino desde 1993 a 2007. 

La problemática vinculada con la regula-
ción minera y el establecimiento de pará-
metros básicos para el desempeño de este
sector extractivo esencial para un plan de
desarrollo económico y social de largo
plazo, constituye uno de los puntos de
debate más críticos de la actual etapa. Este
nuevo escenario de interpelación política,
social e institucional deviene de una pre-
disposición renovada de distintos actores
de la arena pública argentina de encarar la

Lucas  Chr i s t e l*
Laura Álvar ez*



107Sector minero argentino

compleja tarea de fijar, de manera democráti-
ca, un perfil productivo con eje en el trata-
miento de recursos naturales básicos no
renovables, la protección del medio ambien-
te, la preservación de derechos de las comu-
nidades circundantes a los emprendimientos
o afectadas directa o indirectamente por
ellos, y un rumbo productivo para el país.
Realidad Económica ha acompañado y refle-
jado tales debates en sus páginas. El trabajo
que aquí se presenta analiza las posiciones
de las principales fuerzas políticas y los dis-
cursos de sus integrantes acerca del proyec-
to de inversiones mineras aprobado durante
la década de los años ‘90 en la Argentina. El
objetivo declarado por sus autores consiste
en “brindar a grandes rasgos un panorama
situacional y así enriquecer el análisis con-
creto del debate legislativo, ubicando a éste
en un proceso más amplio del que es sólo
una pieza del gran rompecabezas”.
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“No faltan políticos y tecnócratas
dispuestos a demostrar que la inva-

sión del capital extranjero ´industriali-
zador` beneficia las áreas donde
irrumpe. A diferencia del antiguo,
este imperialismo de nuevo signo

implicaría una acción en verdad civili-
zadora, una bendición para los paí-

ses dominados, de modo que por pri-
mera vez la letra de las declaracio-

nes de amor de la potencia dominan-
te de turno coincidiría con sus inten-

ciones reales. Ya las conciencias cul-
pables no necesitarán coartadas,

puesto que no serían culpables: el
imperialismo actual irradiaría tecnolo-
gía y progreso, y hasta resultaría de
mal gusto utilizar esta vieja y odiosa
palabra para definirlo. Cada vez que

el imperialismo se pone a exaltar sus
propias virtudes, conviene, sin

embargo, revisarle los bolsillos...”.

Eduardo Galeano (2003)

Introducción

América Latina vio incrementar-
se la inversión en exploración
minera un 400% en el período
1990-1997. La Argentina, no ha
escapado a esta tendencia y hoy
la minería es uno de los sectores
que más se ha desarrollado en la
última década bajo la utilización
de nuevas formas de explotación1,
siendo actualmente señalada por
el gobierno como elemento cen-
tral y estratégico del desarrollo
nacional.2 (Svampa, y Antonelli,
2009)

De este modo, la producción
minera argentina en 1993 ascen-
día a la suma de 350 millones de
dólares, mientras que las exporta-
ciones argentinas de minerales no

1 En reemplazo de la vieja y tradicional minería de socavón, actualmente se aplica la
denominada minería a cielo abierto puesto que “Los minerales remanentes se
encuentran en estado de diseminación en la naturaleza y en partículas ínfimas dis-
persas en las rocas montañosas, razón por la que es imposible extraerlos por los
métodos y tecnologías de la minería tradicional. En su reemplazo, la industria mine-
ra ideó un método extractivo acorde con las nuevas condiciones: detecta por satélite
aquellos sitios o yacimientos donde existe mayor concentración relativa de metales,
generalmente polimetálicos y diseminados en extensiones kilométricas. Para apro-
piarse de los minerales y concentrarlos, la minera debe primero producir la voladura
de extraordinarias cantidades de suelo, montañas enteras son convertidas en rocas
y luego trituradas hasta alcanzar medidas ínfimas, para posteriormente aplicarles una
sopa de sustancias químicas licuadas con gigantescas cantidades de agua, que
logran separar y capturar los metales del resto de la roca. Los reactivos químicos
empleados son cianuro, mercurio, ácido sulfúrico y otros compuestos tóxicos, acu-
mulativos y persistentes, de alto impacto en la salud de las personas y el medio
ambiente” (Rodríguez Pardo, 2009: 8)

2 La visión de la megaminería como “elemento central y estratégico del desarrollo
nacional” no es unánimemente compartida. En efecto, la resistencia al nuevo modo
de extracción de minerales, denominada “cielo abierto”, se ha transformado en nues-
tro país, como en otros territorios latinoamericanos, en eje de conflictos en varias
regiones del país. Conflicto que une a comunidades contra el modelo, al que Svampa
denomina, “extractivo-exportador”, defendido por empresas transnacionales y gobier-
nos. Así, muchas poblaciones se han ido levantando con la bandera del “NO a la
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superaban, para dicha época, los
35 millones de pesos y las inver-
siones en el sector registraban
apenas 10 millones. En cuanto a
la participación de la actividad
minera como porcentaje del
Producto Interno Bruto (PIB), para
el año 1990, se situaba cercana al
0,22 %, observándose en franco
retroceso respecto de años ante-
riores, más precisamente 1971 y
1973,  en los cuales había llegado
a representar un 0,43 % del PIB.
Por otra parte,  en 1993,  la  tota-
lidad de las explotaciones mineras
llegaban a 130, en tanto que los
proyectos en curso se encontra-
ban limitados a 7. (Anexo presen-
tado por el diputado Gómez
Centurión en el marco del debate
parlamentario del 17/3/1993).

Años después, el panorama de
la actividad minera argentina
experimentó una serie de modifi-
caciones que lo diferenciaron sus-
tancialmente del presentado a ini-
cios de la década del 90. Así, la
producción nacional minera du-
rante el año 2008 superó los
16.650 millones de dólares. Por
su parte, las inversiones extranje-
ras, provenientes de más de 30
naciones, se calculó, para ese
mismo año, en 7.300 millones de

dólares. En el rubro exportacio-
nes, los minerales argentinos y
sus derivados, alcanzaron los
12.375 millones de dólares. El
nivel de participación de la activi-
dad minera en el Producto Interno
Bruto Nacional se sitúa cercano al
4%, mientras que los emprendi-
mientos mineros en actividad
suman 430 proyectos en todo
concepto. (Secretaría de Minería
de la Nación, Informe La minería
en números, 2009)

Desde los primeros años de la
década de los ’90 y como parte de
una política de “atracción de capi-
tales”, el Estado argentino imple-
mentó un conjunto de reformas
que fundaron un nuevo marco jurí-
dico-político. Aquellas se basaron,
fundamentalmente, según los
voceros del gobierno, sobre la
necesidad de reunir un perfil
“atractivo” con el objetivo de
garantizar la seguridad jurídica
reclamada por los inversionistas.3

Incluído en las políticas de promo-
ción de inversiones extranjeras en
el sector minero es que se sancio-
nó el Régimen de inversiones
mineras en 1993 (Ley 24.196). 

Este trabajo se propone analizar
las políticas públicas, en tanto

minería a cielo abierto”, en el marco de las luchas “contra el saqueo y la contamina-
ción”. Un ejemplo de ello, ha sido el surgimiento de la Unión de Asambleas
Ciudadanas (UAC), un espacio de encuentro de asambleas de estas poblaciones. 

3 Los Estados nacionales necesitan mostrar atractivos sus territorios para atraer capi-
tales. Como sostiene Holloway, “Todas son medidas que adquieren su significado del
movimiento mundial del capital. Los estados nacionales se pueden entender como
tantos obstáculos al flujo mundial del capital, tantas presas tratando en competencia
el uno con el otro de atraer y retener el flujo mundial en su propia dirección, tantas vál-
vulas intentando aprovechar del movimiento de un flujo que ellos no controlan”
(Holloway, 2003)
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“tomas de posición” del Estado4

en la territorialización de capitales
a partir del “debate”5 parlamenta-
rio de la ley 24.196. Los interro-
gantes que surgieron para esta
ponencia se pueden resumir en
dos: ¿quiénes y cómo impulsaron

el proyecto de ley?, y ¿cuáles fue-
ron los argumentos legitimadores
de la misma? 

En líneas generales, este trabajo
se organizará bajo la siguiente
estructura: a) una introducción de

4 El Estado puede entenderse desde distintas dimensiones (cada una, de diferentes
niveles de abstracción). La primera según O´Donell (1978), es la del Estado como
relación social de dominación. Es decir, el Estado definido como un aspecto del fenó-
meno más amplio de dominación social. Esta dominación es relacional en tanto es
una forma de vinculación entre sujetos; y es asimétrica en tanto relación basada en el
desigual control de recursos (de coerción física, económicos, de información, e ideo-
lógicos). Al tener el control de éstos, el Estado, es el garante, por excelencia, de la
estructura social capitalista, por ello, el Estado no defiende los intereses particulares
de la burguesía (por lo tanto no sería instrumento de ninguna clase) sino que es
garante de la relación de producción capitalista en general. En este sentido, “lo pro-
piamente político es un aspecto co-constitutivo de ciertas relaciones sociales entre
ellas de las relaciones capitalistas de dominación. (O`Donell, 1978) Sin embargo, para
ser relación de dominación, el Estado necesita aparecer como “árbitro neutral” media-
dor de la relación entre dominantes y dominados, como algo “extraeconómico”. Debe
situarse por encima de los antagonismos de clase, aunque sea parte inherente y
reproductora de esta relación conflictiva. De esta necesidad de aparentar neutralidad
deviene la emergencia de un tercer sujeto: las instituciones estatales.  La segunda
dimensión del Estado es, entonces, la de su materialidad, o sea, como conjunto de
aparatos. En este sentido, las instituciones estatales son la cristalización de las rela-
ciones conflictivas inherentes al sistema capitalista. Es dable aclarar, como asegura
O`Donell, que éstas no son “todo” el Estado, sino un aspecto del mismo, el que justa-
mente aflora. Las instituciones estatales actúan de dos maneras: como “administra-
ción burocrática que cumple tareas rutinizadas de organización general de la socie-
dad” y como respuesta a situaciones problematizadas socialmente. La tercera dimen-
sión es la del Estado en movimiento: es decir, el Estado, no ya en su nivel más abs-
tracto sino desde las distintas tomas de posición que asume frente a una determina-
da cuestión socialmente problematizada (Oszlak, O. y O´Donnell, G, 1982). Si el
Estado toma una posición sobre una cuestión significa que ha sido “instalada en agen-
da”. Y dado que relación social capitalista es, inherentemente conflictiva, este conflic-
to permanente también se traduce en la agenda estatal. No obstante, para saber los
motivos por los cuales una cuestión es puesta en agenda, es necesario comprender
el período previo a su surgimiento como tal (O´Donell y Oszlak, 1982; Thwaites Rey,
1999).

5 No se quiere dejar pasar, en esta ponencia, que más allá de que así se denomine, se
pone en duda que lo que aquí se analiza merezca el calificativo de “debate” partien-
do de que el mismo significa intercambio de ideas o discusión, que propende al enri-
quecimiento de la temática en cuestión. Además en la mayoría de los casos no exis-
te un debate, sino más bien monólogos colectivos que solamente buscan cumplir los
pasos y los procedimientos signados para el funcionamiento del Poder Legislativo. 
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las reformas en el marco jurídico
establecidas en los primeros años
de la década de los ’90, b) un aná-
lisis del debate parlamentario de
la ley 24.196 focalizando en cua-
tro ejes: inversiones, seguridad
jurídica, desarrollo provincial y
desarrollo de la actividad minera,
y por último c) conclusiones sobre
los argumentos esgrimidos tanto
por el Poder Ejecutivo, como por
las Cámaras de Diputados y Se-
nadores. 

Un recorrido por la ley de
inversiones mineras: 
puntos relevantes y 
significancias

Con este proyecto estamos colo-
cando un jalón muy  importante en el

camino al desarrollo que queremos
(Debate parlamentario, 17/03/93,

extracto de la intervención del
diputado por Salta, 

López Arias, PJ)

El rompecabezas
La ley de inversiones mineras,

como afirmaba el diputado López
Arias, significó un jalón muy
importante en el “modelo de desa-
rrollo” que impulsó el menemismo,
y el puntapié inicial para una serie
de modificaciones legislativas
conducentes a la reforma del
Código de Minería, entre las cua-
les se destacan la ley de Reor-
denamiento Minero (1993), la ley
de Financia-miento y Devolución
Anticipada del IVA (1994), la ley
de Acuerdo Federal Minero
(1993), la ley que forma la

Comisión Bicameral de Minería
(1993), la ley modificatoria de la
24.196, la ley de Actua-lización
Minera (1995), la ley de
Protección Ambiental (1995), la
ley del Banco Nacional de Infor-
mación Geológica (1995), la ley
que crea el Sistema Nacional de
Comercio Minero (1995), la ley
ratificatoria del Tratado Binacional
entre la Argentina y Chile de
Integración y Complementación
Minera (1996), la ley modificatoria
de la ley de Inversiones Mineras
que establece el significado de
valor boca mina (1999), y por últi-
mo, otra ley modificatoria de la ley
de Inversiones Mineras (2001).

Ahora bien, cabe preguntarse a
qué responde la sanción de este
conjunto de leyes. Sin ser preten-
sión de este trabajo realizar un
análisis del abanico de motivos
que se pueden encontrar, es
dable presentar algunos puntos
sobre el surgimiento histórico de
la cuestión (atracción de inversio-
nes extranjeras en el sector mine-
ro) y cómo se instala en agenda
pública. 

En primer lugar es importante
remarcar el rol significativo del
Banco Mundial en la instalación
de la cuestión en la agenda de
gobierno. Bajo el denominado
“Proyecto de asistencia a la mine-
ría argentina” (PASMA), este
organismo internacional tuvo
como objetivo estudiar las “debili-
dades institucionales”, tanto
nacionales como provinciales, y
reordenar los organismos mine-
ros, con el fin de hacer frente a la
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transformación que había provo-
cado en el sector la llegada de
cuantiosas inversiones extranje-
ras. A través del PASMA el Banco
Mundial inició, durante el año
1994 (“Qué es el P.A.S.M.A”,
documento de la Dirección de
Minería de San Juan), una serie
de negociaciones con las autori-
dades del gobierno argentino para
llevar adelante dicho proyecto. La
duración del mismo fue de seis
años (Svampa, Bottaro, Sola
Álvarez, 2009, p.34) y se llevó a
cabo con participación del Estado
nacional y 6 provincias. Posterior-
mente, en una segunda etapa,
serían diecisiete las provincias
incluidas. Según los informes del
PASMA, las políticas que se
implementaron buscaban favore-
cer el clima para las inversiones
de riesgo y de ese modo, lograr
una mayor participación del sector
minero en el PIB nacional y su
incidencia en el comercio exterior. 

Según los lineamientos del
Banco Mundial, se procuraba,
principalmente, conseguir el
aumento de la competitividad del
sector sosteniendo la imperiosa
necesidad de insertar a la Argen-
tina dentro de los principales flujos
de intercambio de la actividad
minera internacional. En este sen-
tido se sugería “acelerar la desre-
gulación que se venía llevando a
cabo en el sector, en forma orgá-
nica y coincidente con el resto de

las áreas del gobierno nacional…”
(“Que es el P.A.S.M.A”, documen-
to citado). Como resultantes de
esta implementación, se destacó
el desarrollo del marco institucio-
nal del sector, el del sistema de
catastro y registro minero y el del
sistema unificado de información
minera.

Otro punto nodal del surgimiento
de la cuestión fue la pertenencia
de estas políticas a un proceso
mucho más amplio que se produ-
ce en casi toda América latina y
en gran parte del mundo, que es
profundizado durante los años 90:
la expansión de las Inversiones
Extranjeras Directas (IED)6. Las
IED en 1980 en todo el mundo
representaban menos del 5% del
Producto Bruto Mundial, y en el
año 2000 la proporción ascendió
al 20% (Atlas de Le Monde
Diplomatique, 2003). 

Asimismo, estas políticas se die-
ron en el marco de la denominada
“Reforma del Estado”, con privati-
zaciones, ajuste fiscal y desregu-
laciones. De esta forma, uno de
los argumentos más sostenidos
en aquellos años era que la
Argentina precisaba capitales
para poder modernizarse y por lo
tanto, las reformas se mostraban
como condición necesaria para el
establecimiento de aquellos. Esto
conllevó a que el Estado se des-
prendiera de viejos obstáculos a
la movilidad del capital. 

6 Las Inversiones Extranjeras Directas, una de las formas que asume el capital global,
tienen como característica particular crear  una filial en otro país o establecerla apro-
piándose de una empresa en otro territorio distinto del que ellas provienen. 
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Sumado a ello, en 1994 se reu-
nió en Santa Fe, la Convencional
Constituyente con el fin de refor-
mar la Constitución Nacional.
Particularmente, es importante
destacar para el presente análisis,
la modificación del artículo 124
que afirma que: “corresponde a
las provincias el dominio originario
de los recursos naturales existen-
tes en su territorio”. Entonces, a
partir de la reforma, se reconfigu-
ró el rol de las provincias y del
Estado nacional en el manejo y
explotación de los recursos mine-
ros. Una vez logrado el apoyo de
todas las provincias argentinas
para tal modificación, el paso
siguiente fue asegurar ese incenti-
vo que, desde ese momento
poseerían las provincias, esa
entrada de dinero que, mediante
los cantos de sirena del capital,
prometería engrosar las débiles
economías regionales. 

El jalón de las inversiones
mineras: la ley 24.196 

A continuación, y previo a aden-
trarse en el análisis del debate
parlamentario que se sucedió
para sancionarla, se presenta un
resumen de los aspectos más
relevantes de la ley 24.196.

En cuanto a su ámbito de aplica-
ción territorial, se estableció que
el Régimen de Inversiones tendría
validez en todas las provincias
que compongan el territorio nacio-
nal, siempre y cuando hayan
adherido expresamente al mismo.

Esta adhesión debería darse
mediante el dictado de una ley por
parte de las provincias, en la cual
se invite a las municipalidades a
que éstas, a su vez, y para sus
respectivas jurisdicciones, dicten
las normas legales pertinentes
para su aplicación. Por otro lado,
fueron comprendidas, bajo el san-
cionado régimen, todas aquellas
actividades de prospección,
exploración, desarrollo, prepara-
ción y extracción de sustancias
minerales incluidas en el Código
de Minería.

Uno de los ejes principales de la
citada ley es la estabilidad fiscal
para los inversores, que según su
artículo 8, queda garantizada
durante 30 años, contados los
mismos desde que el inversor pre-
senta el estudio de factibilidad. Se
comprenden en este concepto
impuestos directos, tasas, contri-
buciones, derechos, aranceles u
otros gravámenes a la importa-
ción y a la exportación. En térmi-
nos generales, esto significa que
las empresas que desarrollen acti-
vidades mineras en el marco del
presente régimen de inversiones
no verán incrementada su carga
tributaria total durante tres déca-
das. En consecuencia, esta ley
provoca un autocongelamiento de
las capacidades fiscales y recau-
datorias provinciales y municipa-
les. A ello cabe agregar que ante
cualquier caso en que el mencio-
nado principio de estabilidad fiscal
se vea vulnerado, ya sea por auto-
ridad provincial o municipal, los
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perjudicados contarán con el
derecho de reclamo ante las auto-
ridades, a fin de que se retengan
los fondos coparticipables que
correspondan al fisco “incumpli-
dor”, para proceder a la devolu-
ción de los fondos pertinentes.
(Moori-Koenig, 2000)

Los inscriptos al presente régi-
men de inversiones, según esta-
blece el artículo 12, podrán dedu-
cir en un 100 % del pago del
Impuesto a las Ganancias por
inversiones en prospección,
exploración, estudios de suelos,
ensayos y demás actividades des-
tinadas a determinar la factibilidad
técnico-económica de los proyec-
tos.

Otro de los puntos clave de la
presente ley minera es su artículo
22. En el mismo se establece que
las provincias que adhieran a
dicho régimen de inversiones, y
perciban o decidan percibir regalí-
as, no podrán cobrar un porcenta-
je superior al 3 % sobre el “valor
boca mina” del mineral extraído.
El concepto de “valor boca mina”
es posteriormente definido por la
ley 25.161 e incorporado como
artículo 22 bis, donde se acuerda
que el mismo refiere al valor obte-
nido en la primera etapa de
comercialización del mineral o el
metal, menos aquellos costos
directos y/u operativos necesarios
para llevar el mineral de “boca
mina” a dicha etapa, por tanto se
debe descontar, entre otros, los
costos de transporte, fletes, segu-
ros, trituración, molienda, fundi-

ción, refinación y de comercializa-
ción.

Existe en esta legislación un
apartado destinado a contemplar
las alteraciones que en el medio
ambiente pueda ocasionar la acti-
vidad minera, estableciéndose
para ello una previsión especial
que las empresas deberían cons-
tituir. Es decir que en la ley se
estaría reconociendo la posibili-
dad de que las empresas contami-
nen, vista como un problema futu-
ro a resolver. Por un lado, dicha
previsión es en realidad deducible
del impuesto a las ganancias 
-hasta una suma equivalente al
cinco por ciento (5 %) de los cos-
tos operativos de extracción y
beneficio-. Por otro lado, la fijación
de dicho importe anual quedaría a
criterio de los inversores. 

Por su parte, la Autoridad de
Aplicación de la Ley 24.196,
según lo instituido por el artículo
24, es la Secretaría de Minería de
la Nación, es decir que la aplica-
ción de las disposiciones regla-
mentarias de la presente ley,
queda bajo órbita del gobierno
nacional; no obstante deberá con-
certar con las autoridades provin-
ciales en lo relativo a la aplicación
de esta ley y al ejercicio de las
facultades constitucionales concu-
rrentes. 

El camino del proyecto 
En el mes de diciembre de 1992

el Poder Ejecutivo Nacional pre-
sentó el proyecto de ley sobre
Inversiones Extranjeras, con las
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firmas de Carlos Menem y Do-
mingo Cavallo.  En el mismo mes,
las comisiones de Presupuesto y
Hacienda y de Minería recomen-
daron su sanción. Es de destacar
que tanto el secretario de Minería
de aquel entonces, Ángel Maza,
como José Luis Gioja, integrante
de la comisión de Minería de la
Cámara de diputados de la
Nación, también impulsaron la ley. 

La urgencia del proyecto por
parte del oficialismo, se demostró
en varios momentos de la sesión,
como por ejemplo cuando le tocó
la palabra al entonces diputado
sanjuanino por el Partido Bloquis-
ta, Gómez Centurión: 

“…solicito al cuerpo que se tomen
todos los recaudos  -incluso a riesgo
de no cumplir estrictamente con el
reglamento- para que en el día de
hoy se sancione esta norma, lo cual
constituirá un acto histórico para el
país”. 

Así también, el senador Bravo,
agregó: 

“Este tema de gran interés para el
país presenta cierta urgencia en
cuanto a su tratamiento dado que el
6 de mayo (…) todos los gobernado-
res firmarán el Pacto Nacional
Minero en una reunión presidida por
el presidente de la República en la
Casa de Gobierno. (Sen. Bravo-San
Juan-Bloquista, pág. 5559 Debate
Parlamentario). 

En lo referido a la oposición, en
el debate no sólo no hubo gran-
des objeciones al proyecto, sino
que existió un apoyo expreso.
Esto lo demuestran algunas inter-
venciones: 

“…nunca en tan breve tiempo he
dado mi apoyo a un proyecto remiti-
do por el poder Ejecutivo. Esta ini-
ciativa está dirigida a beneficiar al
conjunto del país y, sobre todo, a las
provincias mineras.” (Dip. Galván-La
Rioja-UCR,Debate Parlamentario,
pág. 6617)
“En este tema han intervenido todos
los partidos y viene a constituir la
piedra angular con la que se inicia
una nueva política minera en el
país…” (Dip. Snopek-Jujuy-PJ,
Debate Parlamentario, pág. 5561)

En cuanto a las observaciones al
proyecto de ley, sólo el bloque del
MODIN presentó una, que se opo-
nía al art. 11 del proyecto porque
alegaban que el mismo no sólo
era inconstitucional, sino que vul-
neraba las competencias provin-
ciales. Dijeron: “…las garantías
tienen que respetar las normas
constitucionales y en especial la
forma Estado federal” (Orden del
día 921/92 de la Cámara de
Diputados de la Nación). No obs-
tante, los diputados de este blo-
que, aclararon que la intención del
proyecto era buena.  

Según el Poder Ejecutivo, en su
mensaje al Congreso Nacional, la
aplicación de este marco legal
iba a permitir:

“a) Generar las condiciones adecua-
das para hacer atractivo el ingreso
de capitales para la inversión de
riesgo en el campo de la minería;
b) Conocer y potencializar los recur-
sos mineros del país;
c) Incrementar la producción de los
mismos y mejorar en calidad y canti-
dad el abastecimiento de materias
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primas a las industrias de transfor-
mación;
d) Equilibrar la balanza del intercam-
bio comercial en materia de minera-
les y sus derivados primarios;
e) Generar fuentes de trabajo y
asentamientos estables en zonas
alejadas, fronterizas y por lo general
de escaso desarrollo;
f) Incorporar y crear tecnología
minera.” (Mensaje del Poder Eje-
cutivo. 29/12/92. Firmantes: Carlos
Menem y Domingo Cavallo, pág.
6562) 

El debate parlamentario en
Diputados y Senadores

Cuatro ejes permiten organizar
el análisis del debate: inversiones,
seguridad jurídica, desarrollo pro-
vincial y desarrollo de la actividad
minera. Cabe aclarar que estos
ejes no sólo son necesariamente
complementarios, sino que la
separación se realiza únicamente
con el fin de hacer un análisis más
detallado.

Inversiones:
Uno de los argumentos más

esgrimidos es que la inversión
que requiere la minería es del tipo
“inversión de riesgo”. Así lo afir-
maron el entonces presidente
Menem y el ministro Cavallo al
explicar cuáles eran las caracte-
rísticas de las inversiones de ries-
go y, por lo tanto, la diferencia con
la de otros sectores de la econo-
mía: 
1. Los recursos minerales fre-

cuentemente se localizan en

zonas en las cuales las obras
de infraestructura son nulas o
muy escasas. 

2. Como es un recurso no reno-
vable, las empresas deben
realizar una constante activi-
dad exploratoria, con lo cual
deben aplicar nuevas tecnolo-
gías y técnicas.

3. Las inversiones necesarias
para poner en producción una
reserva suelen ser montos
muy altos y en general, los
retornos de los mismos suelen
producirse a largo plazo. 

4. Inelasticidad de la oferta de
productos hacia el mercado.
(Mensaje del Poder Ejecutivo.
29/12/92. Firmantes: Carlos
Menem y Domingo Cavallo,
pág. 6562)

En la misma línea, otros dos
diputados señalaban lo siguiente:

“La actividad minera requiere una
enorme inversión inicial que sólo
puede recuperarse -con mucha pos-
teridad- en un marco de estabilidad.”
(Dip. López Arias-Salta-PJ, Debate
Parlamentario,pág. 6569). 
“…recuerdo un hecho reciente
donde me tocó defender a los mine-
ros sanjuaninos -que eran mis clien-
tes- en una asociación que tienen
con los norteamericanos en la
National Leads, la compañía minera
Castaño viejo (…) se agotó la veta y
quedaba sólo plomo en bolsón, que
es antieconómico para explotarlo.
Entonces, los accionistas que yo
representaba trajeron un profesor
deHouston, quien tenía que hacer el
acta de defunción del yacimiento
indicando que ya no había explota-
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ción económica. Así es como vino el
ingeniero Bryan (…) a quien escu-
ché decir: “los argentinos están equi-
vocados; creen que la minería es
una aventura y no es así; la minería
es el negocio más seguro de todos;
el riesgo está en la prospección y en
la exploración; hay que tener dinero
para prospectar y explorar un yaci-
miento, pero una vez conocido se
sabe a ciencia cierta lo que él tiene,
por lo que el único riesgo está en los
precios de los productos; lo que ocu-
rre en la agricultura con el que siem-
bra y en la ganadería con el que
cría”.(Dip. Seguí-San Juan- Debate
Parlamentario, pág. 6614)
“El espíritu de la ley de promoción y
desarrollo minero debe estar ligado
a la suerte de los inversores pues se
trata de una actividad empresarial
de alto riesgo y de una inversión a
largo plazo de muy difícil recupera-
ción. Además, competitivamente los
negocios que el mercado ofrece tie-
nen tasas de retorno mucho más
convenientes que las de la actividad
minera. (…) En el negocio minero
las ventajas para los inversionistas
deben ser notoriamente superiores 
-insisto en esta expresión- a las que
consagra cualquier actividad econó-
mica normal. (Dip. Sodero Nievas-
Río Negro-PJ, Debate Parlamen-
tario, pág. 6616)
“…nos encontramos frente a una
inversión de riesgo (…) no sólo en el
aspecto de prospección, sino tam-
bién en lo que se refiere a la explo-
tación (…) Sabemos que los técni-
cos en la materia han calculado que
estas inversiones son recuperadas
en un período que va de los siete a
los diez años: me refiero al lapso
necesario para que empiecen a
generar rédito.”(Sen. Sánchez-La
Rioja-PJ pág. 5560/61)

Entonces, según estas interven-
ciones, la actividad minera se
caracterizaba por una inseguridad
“natural” (para diferenciarla de la
“inseguridad” específica de cada
economía) ya sea por las tecnolo-
gías, el costo que significa poner
una reserva en producción, la ine-
lasticidad de la oferta de produc-
tos hacia el mercado, o la difícil
recuperación a largo plazo del
capital invertido. En consecuen-
cia, sólo el capital extranjero
podría hacer frente a este tipo de
inversión. Como diría el diputado
Seguí: “Por eso es que estamos
frente a un proyecto de ley nece-
sario, porque en la Argentina no
hay capital de ahorro suficiente
para una prospección o explora-
ción como las que necesitamos”
(Debate Parlamentario, pág.
6614).  

Necesidad de capitales -“Be-
neficio para el pueblo”

Otro de los argumentos más
repetidos tanto en la sesión en
Senadores como en Diputados y
no opuesto al anterior, es el que
coloca “la llegada de capitales”
como un beneficio para el pueblo,
o en su versión más radical, como
una necesidad para su progreso.
Ejemplos claros de este tipo de
discurso son: 

“Pocas veces en el mundo se dan
situaciones coyunturales donde hay
gran cantidad de capital que busca
una inversión; esta es una de ellas.
Por lo dicho, solicito que aprobemos
rápidamente este proyecto para que
estos capitales sirvan para el progre-
so de nuestro pueblo.” (Dip. Castillo-
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Catamarca-PJ, Debate Parlamen-
tario, pág. 6618)
“…estamos convocando a los capi-
tales del mundo (…) ayudando a
que estos inmensos recursos natu-
rales que posee nuestra patria, pue-
dan ponerse al servicio de nuestro
pueblo y del futuro de todos los
argentinos.” (Dip. López Arias-Salta-
PJ, Debate Parlamentario, pág.
6569)

Se pueden observar alusiones
como “futuro de todos los argenti-
nos” donde el acento está puesto
en la mirada hacia adelante, aso-
ciando la llegada de inversiones
extranjeras con el porvenir, en
tanto “faro de esperanza”. Así,
estos capitales invertidos en
minería se establecen como un
factor de desarrollo indispensable
y exclusivo, en otras palabras, la
única alternativa capaz de
“modernizar” tanto la economía
nacional como las economías pro-
vinciales. 

En el mismo sentido, el senador
Sánchez sostenía: “…es lógico
que tengamos que ceder algunas
cosas, a los efectos de que ese
capital que se invierte tenga un
poder multiplicador que permita
no sólo incrementar la ocupación
sino también desarrollar la econo-
mía” (Sen. Sánchez, Debate
Parlamentario, pág 5561). En este
argumento se hallaban condensa-
das las promesas del desarrollo
económico y los beneficios para el
pueblo, sobre todo a través de la
ocupación. 

Como plantea Acselrad (2003) 
“…la apertura de los mercados per-
mitió a los capitales actuar directa-
mente como agentes políticos, bus-
cando alterar, por su fuerza e
influencia, políticas ambientales y
también, del trabajo. Los medios uti-
lizados pueden denominarse básica-
mente como chantaje de la localiza-
ción. Esgrimiendo frente a los
gobiernos locales sus posibilidades
de generación de empleos y de
ingresos, las grandes empresas pro-
curaron obtener ventajas fiscales y
normativas como condición necesa-
ria para la localización de sus inver-
siones”.

En otros discursos, se alude a la
“victimización del capital”: 

“En su gran mayoría el capital es
tímido y busca lugares donde haya
ciertas garantías y estabilidad…”
(Dip. Castillo-Catamarca-UCR. De-
bate Parlamentario, pág. 6618)
“Lo cierto es que no podemos pre-
tender sacarles el jugo a estos capi-
tales antes de que empiecen a redi-
tuar. Dejemos que ganen dinero,
que se llenen los bolsillos y luego
metámosle la mano en los mismos a
efectos que podamos encontrar
algo”. (Sen. Sanchez-La Rioja-PJ,
Debate Parlamentario, pág 5561)

A ello, cabe agregar que, en lo
esgrimido por el Senador Sán-
chez, existe una apelación a la
“viveza criolla” y a un “nosotros”
saqueando al capital, lo que de
por sí puede relacionarse con la
teoría del derrame, al sostener
que en algún momento algo de
esas hiperganancias van a redis-
tribuirse.  



Seguridad Jurídica
Existía una visión compartida

respecto a la “intervención del
Estado en el mercado” como lo
muestra el fragmento extraído del
discurso de Dip. Durañona y Ve-
dia:

“Los intentos que ha habido hasta
ahora en materia de promoción
minera han sido signados por el fra-
caso debido al intervencionismo cre-
ciente que se desplazaba sobre los
proyectos mineros, inmiscuyéndose
en sus posibilidades. (…) esto deter-
minó lo que siempre ocurre con la
exacerbación del estatismo: la ven-
taja, el favoritismo, cuando no la
venalidad en los procedimientos, lo
que derivó en (…) proyectos que
fueron aprobados por las autorida-
des de aplicación después resulta-
ron iniciativas fantasmas que desa-
parecieron.” (Dip. Durañona y Vedia-
Buenos Aires-UCeDe, Debate parla-
mentario,  pág. 6604)

Y también el entonces diputado
Aceñolaza: 

“…sé que el sentido de desarrollar la
producción minera a través de una
promoción ha sido una constante
histórica, donde el Estado ha toma-
do un rol protagónico (…) Porque se
pensaba que el Estado paternalista
iba a resolver el incremento de pro-
ducción de nuestros minerales, pero
no ha sido así.” (Dip. Aceñaloza-
Tucumán-PJ, Debate Parlamentario,
pág. 6569)

Desde esta visión tan comparti-
da, los inversores habían perdido
iniciativa por el denominado “inter-
vencionismo de estado”. Existe en
esta afirmación, un desligamiento
de las políticas que habían sido

implementadas en años previos,
de modo tal que lo que otrora se
hubiera percibido como beneficio
a la industria, devino en su carac-
terización como “exacerbacionis-
mo estatal”.

Por otro lado, en algunas inter-
venciones se enfatizó la relación
que la Argentina debería tener
“con el mundo”: 

“…hemos caminado por algunos
lugares del mundo a los efectos
de ofrecer esta posibilidad que la
Argentina brinda a los inversores
mineros.”

“Lo importante es que el país ha
dado el paso; ha dado el paso (…)
para que podamos poner en marcha
la industria extractiva dentro de un
marco de seriedad y de condiciones
que se deben ofrecer al inversor
extranjero para que tengamos una
relación fluida, clara, precisa, y posi-
tiva.” 
“…porque en lo que hace a este
tema la imagen de la Argentina en el
mundo ha cambiado y ofrece gran-
des perspectivas, ya que el país
merece confianza” (Sen. Sánchez-
La Rioja-PJ, Debate Parlamentario
pág. 5561)

Asimismo, en otros discursos, se
recurría a la comparación de la
Argentina con otras naciones,
apelando a un ideal de desarrollo,
una etapa a superar. Un ejemplo
de este tipo, fue el expresado por
el diputado por San Juan Gómez
Centurión: 

“…la estabilidad fiscal que se propo-
ne es la que se brinda sólo en aque-
llas naciones que han conseguido
un importante desarrollo minero. La
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seguridad jurídica, además, permiti-
rá que el inversor extranjero venga a
la Argentina contando con las mis-
mas seguridades que en los países
de avanzada en materia minera” 
“…los empresarios con los que
hemos conversado (…) están dis-
puestos a venir a la Argentina. La
pregunta que nos hicieron esos pro-
fesionales se refería a la situación
de Chile con relación a la Argentina.
(…) Lo que ocurre es que en toda su
historia Chile ejecutó una política
minera con un concepto de grande-
za que no pudimos lograr que se
aplicara en nuestro país.” (Dip.
Gómez Centurión-San Juan-
Bloquista pág. 6610)

En la misma línea, el Senador
Cabana agregaba:

“Pero garantizar la estabilidad fiscal
es una condición necesaria aunque
no suficiente, para estimular las
inversiones en nuestro país. En
otros que actualmente tienen gran
minería –Canadá, Australia, por
ejemplo- es suficiente con la estabi-
lidad fiscal porque no tienen elemen-
tos fiscales y otros que pesen sobre
los costos de producción. Nosotros
si los tenemos, ya sea que se llamen
alto costo de cargas sociales, rigidez
en la legislación laboral, alta carga
impositiva, elevados costos de servi-
cios privados y otros que podría
seguir enumerando” (Sen. Cabana-
Jujuy-PJ, Debate Parlamentario
pág. 5562)

Desarrollo de la actividad
minera

El mensaje del poder Ejecutivo
afirmaba que la aplicación de este
nuevo marco legal a sancionar,

permitiría, en lo referido al desa-
rrollo minero, el conocimiento y la
potencialización de los recursos,
el incremento de la producción,
tanto en calidad como en cantidad
y la incorporación y creación de
tecnología minera, todos aspectos
considerados de gran importancia
en un marco global de desarrollo
del sector. Sin embargo, un rápido
acercamiento al eje del desarrollo
minero, lleva a apreciar, en primer
lugar, que el mismo ocupó un
lugar relegado en el orden de las
prioridades a debatir, visiblemente
opacado por los brillos provenien-
tes de las concepciones de segu-
ridad jurídica y el valor de las in-
versiones. (Mensaje del Poder
Ejecutivo. 29/12/92. Firmantes:
Carlos Menem y Domingo
Cavallo, pág. 6562)

Los argumentos que se presen-
taron a lo largo de las intervencio-
nes de los legisladores se pueden
agrupar en torno de dos direccio-
nes, a priori de índole antagóni-
cas, el pasado, con historias dua-
les, desde los inicios de la activi-
dad hasta sus fracasos, y la visión
de un futuro promisorio. La pre-
sencia de estos dos elementos,
que en un principio parecieran
apuntar hacia horizontes contra-
rios, posee concretamente una
realidad que los vincula íntima-
mente como parte esencial de una
construcción sociodiscursiva ten-
diente a instalar la minería como
un modelo anhelado de desarro-
llo.7
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7 “(…) en la medida en que nuestro país no proviene de una economía minera a gran
escala, el modelo minero presenta una particular producción sociodiscursiva y cultural



Acerca de las “potencialidades” y
las historias del “fracaso” de la
actividad minera en la Argentina,
se aprecian declaraciones tales
como:

“Para un diputado que representa
una provincia minera es un honor
ser miembro informante de una ini-
ciativa que va a contribuir a que la
Cenicienta de la actividad económi-
ca argentina que hasta hoy ha sido
la industria minera pueda convertir-
se en un nuevo horizonte de espe-
ranza de desarrollo económico y
social para nuestro país” (Dip. López
Arias-Salta-PJ, Debate
Parlamentario pág. 6568)
“sé que el sentido de desarrollar la
producción minera a través de una
promoción ha sido una constante
histórica, donde el Estado ha toma-
do un rol protagónico (…) Porque se
pensaba que el Estado paternalista
iba a resolver el incremento de pro-
ducción de nuestros minerales, pero
no ha sido así.” (Dip. Aceñolaza-
Tucumán-PJ Debate Parlamentario
pág. 6569)
“Debemos asumir como parte de la
realidad que nuestro país no tiene
las ventajas que tienen otros países
hermanos de América Latina en
materia de calidad, rendimiento y
explotabilidad, en particular en lo
referido  a los minerales de la prime-
ra categoría…” (Dip. Sodero Nievas-
Río Negro-PJ, Debate
Parlamentario, pág. 6616)
“…este tema (…) está aureoleado

de leyenda, debe ser encarado deci-
didamente por el país porque no
podemos postergar más la explota-
ción del subsuelo.” (Sdor. Sánchez-
La Rioja-PJ, Debate Parlamentario,
pág.5560)

Algunas intervenciones intenta-
ron construir un discurso susten-
tado sobre mitos originarios y en
la imagen de un pasado legenda-
rio. Tal fue el caso del diputado
sanjuanino Segui, cuyo discurso
se apoyó en el peso del pasado,
utilizando acotaciones y anécdo-
tas históricas.

“…Domingo Faustino Sarmiento,
quien fuera un apasionado de la
minería, a tal punto que cuando
estuvo exiliado en Chile fue minero
en Copiapó. Esto hizo que creyera
que en la Argentina también se
podía desarrollar ostensiblemente
una labor minera muy importante. Y
tan pronto como fue gobernador de
San Juan lo primero que hizo fue
restablecer la diputación de minería.
(Dip. Segui-San Juan-PJ, Debate
Parlamentario, pág. 6613)
“Y así como Sarmiento trajo en
aquella oportunidad a unas maes-
tras norteamericanas para trabajar
en las escuelas normales argenti-
nas, también llevó a la provincia de
San Juan al mineralogista inglés
Francisco Ignacio Richard y a dos
ingenieros alemanes (…) y empezó
la gran carrera para hacer funcionar
esta Compañía Minera San Juan
que era suya” (Dip. Segui-San Juan-
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a nivel de todos los actores involucrados. (…) Por ello, a diferencia de otros “mode-
los de desarrollo” que, más allá de sus transformaciones, se sitúan en la “continuidad
imaginaria” (un país agrario) o en el “retorno a la normalidad” (la Argentina industrial),
el modelo ligado a la megaminería a cielo abierto requiere no sólo inscribirse en las
significaciones del presente modelando visiones de futuro sino fundar un linaje, una
genealogía honorable y unos mitos de origen, para volver deseable y razonable la
“Argentina minera” (Svampa, M y Antonelli. M, 2009, p. 19) 



PJ, Debate Parlamentario,  pág.
6613)
“Entonces, dónde está la diferencia?
La diferencia es geográfica, funda-
mentalmente. Chile tiene mar y
cerros; nosotros por fortuna tene-
mos mar, pampa y cerro. Por esta
razón, las inversiones fueron que-
dándose en estas tierras de pan lle-
var, donde siempre fue mejor tener
exportaciones agrícola-ganaderas
que mineras, con lo que la minería
quedó relegada. En consecuencia,
todos aquellos que intentaron algo
–como el viejo Sarmiento- empren-
dieron más una aventura que  un
gran negocio.”(Dip. Segui-San Juan-
PJ, Debate Parlamentario, pág.
6614)

Desarrollo Provincial
Resulta importante resaltar algu-

nos puntos particulares de la dis-
cusión en torno del rol y papel de
las regalías y la novedad de éstas
como forma legal de recaudación
provincial.

“Es la primera vez que la legislación
argentina reconoce a las provincias
su derecho a cobrar regalías, lo cual
es lógico ya que las minas están en
su territorio. Por otra parte, también
se llega a un justo medio ya que se
limita el importe que las provincias
pueden cobrar en concepto de rega-
lías al establecer el límite del tres
por ciento, que además es el que
rige internacionalmente. Enten-
demos que se trata de un buen equi-
librio; es el punto medio entre los
derechos de las provincias por tener
las minas en su territorio y las facul-
tades que tiene el Estado nacional
para promover el desarrollo de esta
industria tan importante para el

país”. (Dip. Orquín - Mendoza-UCR,
Debate Parlamentario, p.6603)

Precisamente en las palabras
del diputado Orquín, se encuentra
el meollo de la discusión del
“modelo regalista”, ya que se trata
de la primera vez que se legisla
específicamente sobre la forma
de cobro y valor de las regalías
impuestas por el Estado nacional.

“… Se prohíbe al Estado explotar
minas y disponer de ellas y se esta-
blece la propiedad particular minera
por la concesión. Este es el sistema
regalista. La propiedad minera se
mantiene mientras el particular cum-
pla con determinadas obligaciones
entre las que figura el pago del
canon y determinados trabajos
mineros. Quiere decir esto que en
nuestro sistema nacional no figura el
cobro de regalías; no figura en nues-
tro sistema la participación del
Estado en el producto de la explota-
ción. (…) Quien puede dictar la
legislación de fondo aún no estable-
ció la participación del Estado en la
explotación. (…) No existe ninguna
ley nacional que hable de regalías.
Entonces no puede dictarse ahora
una ley que pretende tratar sobre
promoción minera, sobre estabilidad
fiscal y otras cuestiones, estable-
ciendo a la palabra “regalías” ya que
esto puede dar lugar a que se crea
que el Congreso de la Nación acaba
de incorporar un sistema totalmente
ajeno a nuestro régimen de explota-
ción minera. No puede existir subre-
pticiamente en la redacción de la
futura ley la mención de la palabra
“regalía”, ya que no se desprende de
ningún instituto de legislación mine-
ra sancionada por el Congreso de la
Nación. (…) no sólo se dice ‘las pro-
vincias que perciban regalías…’
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sino que se agrega: ‘o que puedan
percibir’, invitando a otras provincias
a transgredir la legislación de fondo
con un instituto que aparece en
forma dudosa en una legislación ins-
trumental, como es la que vamos a
dictar ahora para promover la activi-
dad minera” (…) el Congreso de la
Nación, cualquiera sea la mención
que se haga de las regalías, se está
refiriendo a un hecho, pero de nin-
guna manera está estableciendo el
derecho a esta percepción, que no
está contenido en el código de
fondo, único instrumento que puede
concebirlo” (Dip. Durañona y Vedia-
Buenos Aires-UCeDe, Debate parla-
mentario p. 6607-6608)
“Nuestra Constitución no establece
leyes de primera y leyes de segun-
da; todas son iguales y pueden ser
modificadas por una ley posterior. Si
tuviéramos que modificar el Código
de Minería por medio de un artículo
no habría ningún problema. Te-
nemos competencia para hacerlo.
(…) Nosotros no interpretamos que
este es un problema para plantear
un cono de sombra en el sentido de
que las provincias tienen o no el
derecho de cobrar las regalías. Ellas
tienen ese derecho y no es una con-
cesión graciosa de este Congreso;
lo podrán ejercer o no según sea la
oportunidad y sus conveniencias
políticas, pero no es cuestión de que
nos sentemos a defender aquí los
derechos de las empresas y nos
olvidemos de los de las provincias”.
(Dip. Orquín - Mendoza-UCR, De-
bate Parlamentario, p.6625)
“…El gobierno viene aceptando el
cobro del 3 por ciento por regalías
como un hecho que hoy se está lle-
vando a cabo, pero no le está dando
legalidad al cobro de ese 3 por cien-
to y la comisión interpreta lo mismo.
Ese será un problema que lo tendrá

que dilucidar en su momento la
Corte Suprema de Justicia”. (Dip.
Echevarría - Buenos Aires- PJ,
Debate Parlamentario p.6625) 
“…Decidimos que, como todas las
provincias coparticipan de un benefi-
cio promocional minero que sale del
bolsillo de todos los contribuyentes
del país, el porcentaje fuera igual.
Esto no significaba poner en duda el
derecho de las provincias a cobrar
regalías” (Dip. Baglini - Mendoza-
UCR. Debate Parlamentario p.
6627)

Como se puede observar, en las
palabras de los legisladores hasta
se llegó a poner en cuestión la
validez legal del concepto de
regalía, ya que el mismo no se
encuentra incluido en el Código
Minero, es decir la legislación de
fondo. Más allá de esta discusión
entre los distintos integrantes del
cuerpo legislativo, y a pesar de
presentar una dudosa instrumen-
tación, la ley 24.196 fue sanciona-
da manteniendo el mencionado
artículo 22 al tiempo que hizo del
derecho a percibir regalías mine-
ras un instrumento clave y tenta-
dor para el apoyo provincial al pro-
yecto minero proveniente del
Poder Ejecutivo. 

Más allá de estas intervenciones
y al igual que lo sucedido con el
eje analizado anteriormente, la
temática del desarrollo provincial
fue relegada bajo la sombra del
capital extranjero y los beneficios
que la Argentina debía asegurar-
le. Igualmente se puede concluir
que, aquellos que remiten a la
necesidad de desarrollar las pro-
vincias a partir de la actividad
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minera, caen, principalmente y
reiterativamente, en dos argu-
mentos, una linealidad absoluta
entre minería y desarrollo provin-
cial y por otro lado un llamado a la
esperanza, la noción de un futuro
promisorio, aspecto compartido,
como se ha visto, con la argumen-
tación pro desarrollo de la activi-
dad minera y de la entrada de
capitales extranjeros.

Indagando en el primer argu-
mento presentado por los legisla-
dores, se intenta presentar una
tipo de razonamiento lógico de
tipo inductivo, en el cual sería un
hecho fáctico que el solo estable-
cimiento de un emprendimiento
minero derramaría riqueza y
desarrollo automático en la pro-
vincia donde decida instalarse. En
este sentido, afirmaban que:

“permitirán que todas aquellas pro-
vincias potencialmente ricas por sus
recursos naturales lo sean en la
práctica por medio de la explotación
de dichos recursos” (Dip. López
Arias-Salta-PJ, Debate Parlamenta-
rio, pág. 6569)
“…las provincias (…) que tienen
riquezas mineras considerables, se
verán beneficiadas con esta norma,
que por fin se acuerda de las econo-
mías regionales y del federalismo”.
(Dip. Orquín - Mendoza-UCR, Deba-
te Parlamentario pág. 6603)

Como se ha mencionado, preva-
leció una construcción simbólica
basada sobre una visión de futuro
deseable apelando al concepto de
la esperanza, como ya se ha men-
cionado y como puede observarse
en los discursos del Senador

Snopek y del Diputado Castillo:
“…abriéndose para todos, especial-

mente para las provincias como las
nuestras, al lado de la cordillera, una
esperanza, una esperanza impor-
tante. Por fin tenemos una posibili-
dad seria y cierta cambiada la políti-
ca nacional y vista nuestra Repúbli-
ca desde el exterior de otra manera.”
(Sen. Snopek-Jujuy-PJ, Debate Par-
lamentario, pág. 5561)
“…esta iniciativa tan esperada por
nuestra provincia (…)”
“… la provincia de Catamarca ha
empezado a transitar el camino de la
gran minería.” (Dip. Castillo-Cata-
marca-UCR. Parlamentario pág.
6618)

Conclusión

Más allá de aquellos factores co-
yunturales que puedan explicar la
actual explosión de proyectos
mineros en la Argentina, tales
como la devaluación monetaria y
el incremento de los precios inter-
nacionales de los minerales, las
políticas implementadas por el
gobierno menemista y específica-
mente, las reformas al Código de
Minería fueron un factor clave
para que ello sucediera. Así, la
sanción del régimen de inversio-
nes mineras puede verse como
punta de lanza de un régimen que
se ha consolidado con gobiernos
posteriores; en otras palabras,
esta ley ha sido el inicio de la
reconfiguración del escenario
minero argentino y de las numero-
sas muestras de “garantía” que el
estado argentino ha brindado
hasta la actualidad, al capital
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extranjero; garantizando así aque-
llos dos pedidos esenciales que
clamaban los inversionistas: esta-
bilidad fiscal y seguridad jurídica.

Referido a aquellos temas vincu-
lados con temáticas ambientales
o a las condiciones socioeconómi-
cas que sobrevienen a la finaliza-
ción de la explotación de un
emprendimiento minero,8 fueron
invisibilizados, ignorados u omiti-
dos durante el tratamiento legisla-
tivo, salvo algunas menciones
insignificantes. A su vez, no sería
posible conocer qué razones lle-
varon a cada diputado o senador
a aprobar esta ley; tal vez una
omisión ex profeso y voluntaria de
estas temáticas, la obediencia a
las decisiones partidarias, o la
falta de conocimiento técnico y
real de los impactos de la minería
a cielo abierto a gran escala. Lo
que sí se puede observar a través
de aquel debate, son los argu-
mentos justificatorios esgrimidos

por los legisladores, puesto que
son éstos los que tienen efectos
reales como intentos legitimado-
res de una política pública y no las
intenciones o razones personales
de los mismos.  

Si bien el anteproyecto de la ley
de inversiones mineras provino de
un impulso del Poder Ejecutivo de
la Nación, es menester considerar
que acompañaron este proceso
tanto otras instituciones estatales
como gobiernos provinciales, la
mayoría de los partidos con repre-
sentación parlamentaria, así co-
mo organismos internacionales. A
lo largo del presente trabajo, se ha
intentado brevemente hacer men-
ción a los mismos con la intención
de brindar a grandes rasgos un
panorama situacional y así enri-
quecer el análisis concreto del
debate legislativo, ubicando a
este en un proceso más amplio
del que es sólo una pieza del gran
rompecabezas
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8 “El saldo se compone de cráteres abandonados, glaciares destruidos, lagunas artifi-
ciales envenenadas, cursos de ríos sembrando químicos y metales pesados, tierras
inutilizables o sospechadas de serlo y finalmente el desierto. Esta minería ofrece
desiertos”. (Rodríguez Pardo, 2009: 66)
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